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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL 

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, ocho (8) junio de dos mil dieciséis (2016)
Aprobado por Acta No.494
Hora: 2:15 p.m.    


1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el Vicepresidente Jurídico y Secretario General de COLPENSIONES en contra del fallo de tutela proferido el 15 de abril de 2016 por el Juzgado 7º Penal del Circuito de  Pereira, dentro de la acción de tutela promovida por la apoderada judicial de la señora Luz Stella Maya Ramírez. 
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES
2.1. La abogada Lida Salazar informó que la señora Luz Stella Maya Ramírez nació el 21 de septiembre de 1958 por lo que en la actualidad cuenta con 57 años de edad, quien desde el año 1967 ha realizado aportes con el fin de cubrir las contingencias de vejez, invalidez y muerte.

Indicó que Colpensiones expidió la Resolución GNR239139 del 25 de septiembre de 2013 mediante la cual le reconoció la pensión de vejez a su mandante a partir del 21 de septiembre de 2013, pero como la mesada pensional quedó mal liquidada, el 24 de febrero de 2016 se radicó un derecho de petición en el sentido de que se expidiera la historia laboral tradicional con el fin de realizar una nueva liquidación, sin que a la fecha de presentación de la acción de tutela se hubiera recibido respuesta alguna. 
2.2. Por lo anterior, la apoderada judicial solicitó que se ampararan los derechos fundamentales a la seguridad social y  petición de la señora Luz Stella Agudelo Ocampo y como consecuencia de ello, se ordenara a Colpensiones emita una respuesta de fondo y acorde a lo pedido el 24 de febrero de 2016.  Así mismo, se ordene a Colpensiones cumpla el fallo de tutela en los términos del artículo 27 del Decreto 2591 de 1991.

2.3. A la demanda se adjuntaron copias de los siguientes documentos: i) poder otorgado por la accionante a la abogada Lida Salazar Rivera; ii) cédula de ciudadanía a nombre de la señora Luz Stella Agudelo Ocampo y iii) derecho de radicado en Colpensiones el 24/02/2016, el cual quedó con el No.2016-1864608 (folios 7-11).
3. RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA

3.1. COLPENSIONES

Indicó que esta entidad mediante el oficio BZ2016-1865858-1864608 del 30 de marzo de 2016 dio respuesta de fondo a la señora Luz Stella Agudelo Ocampo, el cual fue enviado con la guía GN0367012058200 de la empresa Thomas Express, por lo que se configura un hecho superado.

Por lo anterior, solicitó se declare la existencia de un hecho superado y se archive el presente trámite (folios 19 y 20).

Adjuntó copia del oficio BZ2016-1865858-1864608 antes aludido junto con el reporte de semanas cotizadas en el período 1967-1994 (Fls. 21-24)
4.  DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 15 de abril de 2016, el Juzgado 7º Penal del Circuito de Pereira resolvió tutelar el derecho fundamental de petición a la señora Luz Stella Maya Ramírez, y como consecuencia de ello, ordenó a Colpensiones Regional Risaralda que en el término de 48 horas contado a partir de la notificación del fallo, resolviera de fondo, de manera clara, precisa y congruente la  petición presentada por la accionante el 24 de febrero de 2016 (folios 18-23).

Colpensiones fue notificada del fallo anterior mediante correo electrónico del 18 de abril de 2016 (folio 32). 

5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

El 20 de abril de 2016 Colpensiones  envió correo electrónico al juzgado de primer grado indicando que impugnaba el fallo de tutela, teniendo en cuenta que esa entidad resolvió la petición de  la señora Luz Stella Agudelo Ocampo mediante el oficio No. BZ2016_1865858_1864604 del 30 de marzo de 2016, el cual fue comunicado a la doctora Lida Salazar Rivera el 8 de abril de 2016, según guía GN24575771.   (Fls. 36-45)

6. CONSIDERACIONES

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si por el contrario hay lugar a revocarla, de conformidad con los argumentos expuestos por el impugnante o verificar si en el presente caso, se ha superado el hecho que motivó la interposición de la acción de tutela.
6.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela
.

6.5. La seguridad social como derecho constitucional fundamental y su protección por medio de la acción de tutela (SU-060 de 2010):
 “4.- La seguridad social se erige en nuestro ordenamiento jurídico como un derecho constitucional a cuyo cumplimiento se compromete el Estado, según se sigue de la lectura del artículo 48 superior, el cual prescribe lo siguiente: “Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social”[2]. 

 La protección que le otorga el ordenamiento constitucional al derecho a la seguridad social se complementa y fortalece por lo dispuesto en el ámbito internacional pues son varios los instrumentos internacionales que reconocen el derecho de las personas a la seguridad social[3]. El artículo 16 de la Declaración Americana de los Derechos de la Persona afirma que: 

 “Artículo XVI. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le proteja contra las consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, proveniente de cualquier otra causa ajena a su voluntad, la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios de subsistencia”. 
De manera similar, el artículo 9 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales prescribe:  

 “Artículo 9. Derecho a la Seguridad Social. 1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes. (…)”

6.6. Ahora bien la jurisprudencia de la Corte Constitucional con respecto al término para resolver las solicitudes de pensiones estableció diferentes supuestos en la sentencia T-208 de 2012, para que la entidad encargada de las pensiones resuelva una solicitud frente a un tema de seguridad social, así:
“(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional –incluidas las de reajuste– en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo. 

“(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones elevadas a Cajanal;

“(iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 de 2001. 

“Cualquier desconocimiento injustificado de dichos plazos legales, en cualquiera de las hipótesis señaladas, acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición. Además, el incumplimiento de los plazos de 4 y 6 meses respectivamente amenaza la vulneración del derecho a la seguridad social.”
.

Así las cosas, es claro que cuando a la entidad encargada de pensiones se le solicita el reconocimiento de dicha prestación, ella tiene cuatro meses para dar respuesta a la solicitud de fondo, y en todo caso seis meses para tomar las medidas necesarias para empezar a pagar las mesadas pensionales. Es clara la jurisprudencia al establecer que el desconocimiento de dichos términos, no sólo acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición, sino también del derecho a la seguridad social, al mínimo vital y a la vida digna; por lo cual a partir de ese entonces, se vuelve procedente el amparo constitucional
.  
En conclusión, en virtud de artículo 23 Superior, las personas tienen el derecho de presentar peticiones respetuosas a la administración y a recibir una respuesta que llene los requisitos planteados por la jurisprudencia en la materia. Dicho derecho cobija las solicitudes que se hagan en materia pensional, frente a las cuales la entidad tiene cuatro meses para dar una respuesta de fondo. Cuando dicho plazo se incumple, no sólo se vulnera el derecho de petición, sino que también se ponen en riesgo los derechos al mínimo vital, a la vida digna y a la seguridad social, frente a lo cual debe entrar el juez constitucional a proteger a la persona.”  (Subrayas propias)

6.7. DEL CASO EN CONCRETO 

6.7.1. De las pruebas allegadas con la demanda, se desprende que la abogada Lida Salazar Rivera, apoderada judicial de la señora Luz Stella Agudelo Ocampo presentó el 24 de febrero de 2016 ante COLPENSIONES solicitud de historia laboral tradicional a nombre de su mandante, la cual había quedado radicado bajo el No.2016_1864608 (folios 10 y 11), sin que a la fecha de presentación de tutela se hubiera dado respuesta oportuna y de fondo al respecto, motivo por el cual acudió al juez de tutela con el fin de que se ampararan los derechos fundamentales a la seguridad social y petición.

6.7.2.  En cumplimiento de la orden dada por el A quo, COLPENSIONES envió el oficio No.BZ2016_1865858_1864608 del 30 de marzo de 2016 a la doctora Salazar Rivera la historia laboral de la señora Ocampo Agudelo (folios 39 al 45), y que fuera comunicado mediante el oficio BZ2016_3452456 del 8 de abril de 2016 enviado mediante la guía GN24575771 de la empresa Thomas Express (folio 38 frente y vuelto)

Por lo anterior, la Sala observa que si bien la entidad demandada en principio había omitido, sin justificación alguna, dar respuesta de fondo al accionante con respecto a su requerimiento, también lo es que el hecho que motivó la interposición del presente amparo se ha superado, razón ésta para determinar que no hay necesidad de entrar a analizar la conculcación o no de derechos fundamentales por cuanto se deduce una carencia actual de objeto, tal como lo ha reiterado la jurisprudencia constitucional, de la siguiente manera (Sentencia T-117 A de 2013): 
“El artículo 26 del Decreto 2591 reglamenta la figura del hecho superado así: “Si, estando en curso la tutela, se dictare resolución, administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y de costas, si fueren procedentes”.
 
En el mismo sentido, la Corte Constitucional[21], ha explicado que la carencia actual de objeto por hecho superado, se origina cuando desaparece la afectación al derecho fundamental invocado.

 

Así, por ejemplo, en la Sentencia T-570 de 1992, la Corte señaló que si bien la acción de tutela es el mecanismo eficaz para la protección de los derechos fundamentales cuando éstos resulten amenazados o vulnerados, si la perturbación que dio origen a la acción desaparece o es superada, entonces, el peticionario carece de interés jurídico ya que dejan de existir el sentido y objeto del amparo, razón por la cual habrá de declararse la carencia actual de objeto por hecho superado. La Corte, al respecto, ha señalado:

 

“La acción de tutela tiene por objeto la protección efectiva y cierta del derecho constitucional fundamental presuntamente violado o amenazado, lo cual explica la necesidad del pronunciamiento del juez en sentido positivo o negativo. Ello constituye a la vez el motivo por el cual la persona que se considera afectada se dirige ante la autoridad judicial, de modo que si la situación de hecho de la cual esa persona se queja ya ha sido superada en términos tales que la aspiración primordial en que consiste el derecho alegado está siendo satisfecha, ha desaparecido la vulneración o amenaza y, en consecuencia, la posible orden que impartiere el juez caería en el vacío”[22].
 En concordancia con lo anterior, en la sentencia T-167 de 1997, la Corte señaló que:

 

“El objetivo fundamental de la acción de tutela es la protección efectiva e inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, en aquellos casos en que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de una autoridad pública o de un particular en los términos que establece la Constitución y la ley. Obsérvese que la eficacia de esta acción se manifiesta en la posibilidad que tiene el juez constitucional, si encuentra probada la vulneración o amenaza alegada, de impartir una orden encaminada a la defensa actual e inminente del derecho en disputa. Pero si la situación de hecho que generó la violación o la amenaza ya ha sido superada, el mandato que pueda proferir el juez en defensa de los derechos fundamentales conculcados, ningún efecto podría tener, el proceso carecería de objeto y la tutela resultaría improcedente; en otras palabras, la acción de amparo perdería su razón de ser.” 

Esto significa que la acción de tutela pretende evitar la vulneración de derechos fundamentales y su eficacia está atada a la posibilidad de que el juez constitucional profiera órdenes que conduzcan a evitar la vulneración inminente o irreparable de los derechos fundamentales. Al desaparecer el hecho que presuntamente conculca los derechos de un ciudadano carece de sentido que el juez constitucional profiera órdenes que no conducen a la protección de los derechos de los ciudadanos. Así, cuando el hecho vulnerador desaparece se extingue el objeto actual del pronunciamiento, haciendo inocuo un fallo de fondo del juez constitucional.

 

Sin embargo, la constatación de un hecho superado no implica la sustracción de competencia de la Corte Constitucional para realizar un pronunciamiento de fondo acerca del problema jurídico base de la acción constitucional, ya que aunque no pueda emitirse una orden por carencia actual de objeto, la Corte como órgano máximo de la Jurisdicción Constitucional tiene el deber de determinar el alcance de los derechos fundamentales cuya protección se solicita.

 

En consecuencia, tiene la potestad de pronunciarse “si considera que la decisión debe incluir observaciones acerca de los hechos del caso estudiado, incluso para llamar la atención sobre la falta de conformidad constitucional de la situación que originó la tutela, o para condenar su ocurrencia y advertir la inconveniencia de su repetición, so pena de las sanciones pertinentes, si así lo considera”[23].

Por las razones ahora analizadas, se declarará la existencia de un hecho superado en la presente acción de tutela, sin desconocer que la decisión de la juez de primer grado se ajustó a la normativa y jurisprudencia que hacen relación a la procedencia de la acción de tutela por vulneración al derecho fundamental de petición.

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR LA DECISIÓN DE PRIMER GRADO y DECLARAR la existencia de un hecho superado, dentro de la tutela interpuesta por la apoderada judicial de la señora Luz Stella Ocampo Agudelo, de conformidad con las consideraciones señaladas. 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ 

Secretaria

� Sentencia T-409 de 2008


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras


� SU- 975 de 2003. 


� T-1128 de 2008.
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